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"Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos (...)". Art. 1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 
"Tots els éssers humans naixen lliures i iguals en dignitat i drets (...)". Art. 1 de la Declaració Universal dels Drets Humans 

Queja 2603557 

Materia Servicios públicos y medio ambiente 

Asunto Servicio Públicos. Falta de respuesta denuncia vertidos ilegales 

 
 

RESOLUCIÓN DE CONSIDERACIONES A LA ADMINISTRACIÓN 
 
 
1 Tramitación de la queja 

El 14/07/2026 registramos un escrito que identificamos con el número de queja 2603557, en el que 
se manifestaba que la Administración podría haber vulnerado los derechos de la persona titular. 
 
En el escrito se recogía la queja por falta de respuesta a su escrito de 05/03/2026 reiterado el 
23/06/2026 por el que denuncia la existencia de vertidos ilegales y acumulación de residuos en 
varias parcelas de un polígono del municipio de Chiva. 
 
El 14/07/2026 solicitamos al Ayuntamiento de Chiva que, en el plazo de un mes, enviara informe 
sobre los hechos objeto de la queja. 
 
El 05/08/2026 recibimos el informe del Ayuntamiento del siguiente tenor literal, 
 

En relación con su solicitud sobre informe detallado de los hechos que han motivado la 
apertura del procedimiento de queja S/REF. 2603557, interesado (..), por solicitud de 
limpieza de diversas parcelas en el polígono 17, de este término municipal de Chiva, por 
peligro de incendio. 

 
Sirva la presente para indicarle que en el día de hoy se ha remitido requerimiento a los 
propietarios de las parcelas para que procedan a su limpieza en el plazo de un mes. 

 
Dimos traslado de ese informe a la persona titular de la queja para que, si así lo deseaba, en un 
plazo de 15 días hábiles, nos comunicara las alegaciones o consideraciones que estimara 
convenientes. 
 
El 06/08/2026 recibimos escrito de la persona titular de la queja en el que expone que si bien ha 
recibió respuesta, esta se ha recibido después de la intervención del Síndic, y que entiende que no 
se han satisfecho las peticiones realizadas al Ayuntamiento. 
 
2 Conclusiones de la investigación 

La actuación administrativa investigada se concreta en la falta de respuesta a varios escritos 
presentados por la persona titular de la queja por los que denuncia la existencia de vertidos ilegales 
y acumulación de residuos en varias parcelas de un polígono del municipio de Chiva. 
 
Tras la investigación que hemos llevado a cabo, concluimos que se han vulnerado los derechos de 
la persona titular. En concreto: 
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- Se ha incumplido el deber legal de iniciar, tramitar y resolver en plazo el procedimiento 

administrativo tendente a dar respuesta a la solicitud formulada por la persona promotora en 
relación al ejercicio de las competencias de inspección. vigilancia y control en materia 
ambiental (artículo 21 de la LPACAP). 

- Se ha incumplido el deber de buena administración (artículo 9 del Estatuto de Autonomía de 
la Comunitat Valenciana y artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea) en base al cual los ciudadanos ostentan el derecho a que sus asuntos sean 
tratados por las Administraciones dentro de un plazo razonable. 

Respecto a la falta de obtención de respuesta completa, congruente, motivada, con 
indicación de los recursos que puedan interponerse y dentro de un plazo razonable, a sus 
escritos; 
 
El artículo 21 de la ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (LPACAP) establece la obligación de la administración de dictar 
resolución expresa y a notificarla en todos los procedimientos cualquiera que sea su forma de 
iniciación, todo ello en el plazo máximo que establezca una norma con rango de ley y cuando esto 
no se produzca en el plazo máximo de tres meses. 
 
El artículo 29 del citado texto legal recoge que los términos y plazo establecidos en esta u otras 
leyes, obligan a las autoridades y personal al servicio de las administraciones Públicas competentes 
para la tramitación de los asuntos, así como a los interesados en los mismos. 
 
El Tribunal Supremo en sentencia número 1421/2020 de 28/05/2020 en relación con la obligación 
de las Administraciones Públicas de resolver se pronunció en los siguientes términos: 
 
” Como muchas veces ha reiterado este Tribunal Supremo, el deber jurídico de resolver las 
solicitudes, reclamaciones o recursos no es una invitación de la ley a la cortesía de los órganos 
administrativos, sino un estricto y riguroso deber legal que obliga a todos los poderes públicos, por 
exigencia constitucional (arts.9.1; 9.3; 103.1 y 106 CE), cuya inobservancia arrastra también el 
quebrantamiento del principio de buena administración, que no sólo juega en el terreno de los actos 
discrecionales ni en el de la transparencia, sino que, como presupuesto basal, exige que la 
Administración cumpla sus deberes y mandatos legales estrictos y no se ampare en su infracción -
como aquí ha sucedido- para causar un innecesario perjuicio al interesado” 
 
Lo que no cabe en ningún caso es que, ante una petición formulada por la persona interesada 
conforme a los requisitos exigidos legalmente, la administración no ofrezca una resolución o emita 
una resolución carente de la justificación adecuada que permita al solicitante entender los motivos 
por los que la administración ha adoptado la citada resolución. 
 
Esta Institución no puede sino recordar, una vez más, que el principio de eficacia (art. 103.1 de la 
Constitución Española) exige de las Administraciones Públicas que se cumplan razonablemente las 
expectativas que la sociedad legítimamente le demanda, entre ellas, el deber de la Administración 
de resolver expresamente las peticiones y reclamaciones que le presenten los particulares, ya que 
el conocimiento por el administrado de la fundamentación de las resoluciones administrativas, 
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constituye un presupuesto inexcusable para una adecuada defensa de sus  derechos e intereses 
legítimos. 
 
Por otro lado, respecto a los hechos objeto de la queja, 
 
El artículo 45 de la Constitución garantiza el derecho que todos tenemos al disfrute de un medio 
ambiente adecuado estableciendo que; 1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente 
adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo. 
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin 
de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose 
en la indispensable solidaridad colectiva. 
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se 
establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el 
daño causado. 
 
El Síndic de Greuges es la institución estatutaria comisionada por Les Corts, para velar por la 
defensa de los derechos y las libertades reconocidos en el título I de la Constitución española, en 
el título II del Estatuto de Autonomía, así como por las normas de desarrollo correspondientes, y en 
los instrumentos internacionales de protección de los derechos humanos y a estos efectos podrá 
supervisar las actuaciones e inactividades de las administraciones públicas valencianas.  
 
El artículo 25, párrafo 1º de la Ley 7/1985, de 2 de abril reguladora de las bases del régimen local 
indica que: “el municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, 
puede promover toda clase de actividades y prestar cuantos servicios públicos contribuyan a 
satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal”.  
 
Así mismo, en el párrafo 2º del artículo, se indica la relación de competencias que el municipio 
deberá ejercer como organismo gestor a escala local, en los términos de la legislación del Estado y 
de las comunidades autónomas, incluyendo como tales: Medio ambiente urbano: en particular, 
parques y jardines públicos, gestión de los residuos sólidos urbanos y protección contra la 
contaminación acústica, lumínica y atmosférica en las zonas urbanas. 
 
La Ley 5/2022, de 29 de noviembre, de residuos y suelos contaminados para el fomento de la 
economía circular en la Comunitat Valenciana, recoge en su artículo 7 la distribución de 
competencias entre los órganos competentes para ejercerlas, estableciendo que a las entidades 
locales corresponde, entre otras, ejercer la potestad de vigilancia e inspección y la potestad 
sancionadora en el ámbito de sus competencias. 
 
La persona titular de la queja en sus escritos instaba al Ayuntamiento de Chiva a que incoara a los 
propietarios de las parcelas expediente de disciplina ambiental o urbanística y les obligara al 
cumplimiento del deber de mantenimiento de las parcelas en las condiciones establecidas 
legalmente. 
 
Los municipios ostentan una amplia capacidad de actuación para promover actuaciones y prestar 
los servicios públicos necesarios para cumplir con sus obligaciones y encontrar una solución a las 
situaciones que se le plantean, y por tanto puede actuar por sí mismo y adoptar medidas para la 
adecuada conservación de terrenos que genera problemas de salubridad y seguridad. 
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En los mismos términos se expresan los artículos 33 y 34 de la Ley 8/2010, de 23 de junio, de 
régimen local de la Comunitat Valenciana. 
 
Además, el deber de conservación viene contemplado en la normativa urbanística como uno de los 
deberes que integran el estatuto de la propiedad y obliga a los propietarios de toda clase de terrenos 
y construcciones a conservar y mantener estos en condiciones de seguridad, salubridad y ornato 
público. 
 
En concreto, el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, en su artículo 15 contempla que el derecho de 
propiedad de los terrenos, las instalaciones, construcciones y edificaciones comprende, entre otros, 
el deber de conservarlos en las condiciones legales de seguridad, salubridad, accesibilidad 
universal, ornato y las demás que exijan las leyes para servir de soporte a dichos usos. 
 
El artículo 59 del citado Texto Refundido que establece que: 
 
1.Los Ayuntamientos podrán utilizar la ejecución forzosa y la vía de apremio para exigir el 
cumplimiento de sus deberes a los propietarios, individuales o asociados, y a los promotores de 
actuaciones de transformación urbanística. 
2.Los procedimientos de ejecución y apremio se dirigirán ante todo contra los bienes de las 
personas que no hubieren cumplido sus obligaciones, y sólo en caso de insolvencia, frente a la 
asociación administrativa de propietarios. 
(...)” 
Por tanto, si la obligación de mantenimiento por parte de los propietarios de los solares se incumple, 
es el Ayuntamiento de oficio o a instancia de cualquier interesado, el que debe dictar órdenes de 
ejecución para obligar a los propietarios de bienes inmuebles a realizar los trabajos necesarios para 
conservar en los bienes inmuebles las condiciones derivadas de los deberes de uso y conservación, 
En definitiva, la legislación atribuye a los ayuntamientos la competencia de vigilar el cumplimiento 
del deber legal de conservación y rehabilitación que los propietarios tienen respecto de los terrenos 
y construcciones cuya titularidad ostenten. 
 
Conforme a dicha normativa, las autoridades administrativas locales están legitimadas para dictar 
las oportunas órdenes de ejecución, requiriendo a los propietarios para que realicen las operaciones 
necesarias a fin de restablecer el estado de conservación, seguridad y salubridad que pueda 
haberse conculcado. 
 
En este momento debemos señalar el contenido del artículo 20 (Responsabilidad de la tramitación) 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas (en adelante, LPA) establece que, 
 
1. Los titulares de las unidades administrativas y el personal al servicio de las Administraciones 
Públicas que tuviesen a su cargo la resolución o el despacho de los asuntos, serán responsables 
directos de su tramitación y adoptarán las medidas oportunas para remover los obstáculos que 
impidan, dificulten o retrasen el ejercicio pleno de los derechos de los interesados o el respeto a sus 
intereses legítimos, disponiendo lo necesario para evitar y eliminar toda anormalidad en la 
tramitación de procedimientos. 
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2. Los interesados podrán solicitar la exigencia de esa responsabilidad a la Administración Pública 
de que dependa el personal afectado. 
 
A su vez, el artículo 21.6 LPA señala que «el personal al servicio de las Administraciones Públicas 
que tenga a su cargo el despacho de los asuntos, así como los titulares de los órganos 
administrativos competentes para instruir y resolver son directamente responsables, en el ámbito 
de sus competencias del cumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo» 
;añadiendo que «el incumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad 
disciplinaria, sin perjuicio de la que hubiere lugar de acuerdo con la normativa aplicable» 
 
Al respecto, establece el artículo 32.1 de Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público (en adelante, LRJSP) que los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por 
las Administraciones Públicas correspondientes, de toda lesión que sufran en cualquiera de sus 
bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal 
de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga el 
deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. 
 
La persona titular de la queja en el escrito presentado ante el Ayuntamiento el 23/06/2026 además 
de reiterar la denuncia solicitaba expresamente información sobre las medidas adoptadas. 
 
La Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de 
participación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente define la información 
ambiental como,« toda información en forma escrita, visual, sonora, electrónica o en cualquier otra 
forma que verse sobre las siguientes cuestiones: 
 
a) El estado de los elementos del medio ambiente, como el aire y la atmósfera, el agua, el suelo, la 
tierra, los paisajes y espacios naturales, incluidos los humedales y las zonas marinas y costeras, la 
diversidad biológica y sus componentes, incluidos los organismos modificados genéticamente; y la 
interacción entre estos elementos. 
 
b) Los factores, tales como sustancias, energía, ruido, radiaciones o residuos, incluidos los residuos 
radiactivos, emisiones, vertidos y otras liberaciones en el medio ambiente, que afecten o puedan 
afectar a los elementos del medio ambiente citados en la letra a). 
 
c) Las medidas, incluidas las medidas administrativas, como políticas, normas, planes, programas, 
acuerdos en materia de medio ambiente y actividades que afecten o puedan afectar a los elementos 
y factores citados en las letras a) y b), así como las actividades o las medidas destinadas a proteger 
estos elementos. 
 
d) Los informes sobre la ejecución de la legislación medioambiental. 
 
e) Los análisis de la relación coste-beneficio y otros análisis y supuestos de carácter económico 
utilizados en la toma de decisiones relativas a las medidas y actividades citadas en la letra c), y 
 
f) El estado de la salud y seguridad de las personas, incluida, en su caso, la contaminación de la 
cadena alimentaria, condiciones de vida humana, bienes del patrimonio histórico, cultural y artístico 
y construcciones, cuando se vean o puedan verse afectados por el estado de los elementos del 
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medio ambiente citados en la letra a) o, a través de esos elementos, por cualquiera de los extremos 
citados en las letras b) y c)» Y reconoce como derecho en materia de medio ambiente el acceso a 
la información ambiental que obre en poder de las autoridades públicas o en el de otros sujetos en 
su nombre, sin que para ello estén obligados a declarar un interés determinado, cualquiera que sea 
su nacionalidad, domicilio o sede 
 
Por último, y como cuestión común a las cuestiones abordadas debemos tener en cuenta el 
derecho a la buena administración recogido en el artículo 9 del Estatuto de Autonomía de la 
Comunitat Valenciana, reconoce a las personas interesadas el derecho a que las Administraciones 
Públicas traten los asuntos que les afectan en un plazo razonable, en el marco del derecho a una 
buena administración. Este derecho a la buena administración aparece también plasmado en el 
artículo 41 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea. 
 
La buena administración constituye uno de los principios rectores de la actuación administrativa y 
debe estar presente de forma trasversal en todos los ámbitos y sectores de actividad, sin que quede 
limitado al ámbito de las decisiones regladas. Constituye, además, un derecho de los ciudadanos 
que ha de poder ejercitarse de forma real y efectiva, y como tal derecho, puede y debe ser 
reclamado de los poderes públicos competentes y es merecedor de protección. También la buena 
administración supone un correlativo deber para las Administraciones cuando actúan a través de 
sus representantes y empleados públicos, a los que cabe exigir responsabilidad por la tramitación 
y despacho de los asuntos cuya gestión tienen encomendada (artículos 20 y 21 de la Ley 39/2015 
de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 
 
3 Consideraciones a la Administración 

 
Por todo ello, formulamos las siguientes consideraciones: 
 
 
AL AYUNTAMIENTO DE CHIVA: 
 
 

1. RECORDAMOS EL DEBER LEGAL de contestar en el plazo legalmente establecido (en 
este caso tres meses), expresa y motivadamente, los escritos que los interesados presenten 
ante esa administración pública, de acuerdo con lo prevenido en el artículo 21 de la Ley 
39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, en el marco del derecho a una buena administración. 

2. RECOMENDAMOS que, si no lo hubiera hecho ya, proceda a contestar a los escritos 
presentados por la persona titular de la queja por los que denuncia la existencia de vertidos 
ilegales y acumulación de residuos en varias parcelas de un polígono del municipio de Chiva. 

3. RECOMENDAMOS que lleve a cabo las actuaciones necesarias a fin de comprobar el 
estado en el que se encuentra las parcelas indicadas por la persona titular de la queja en 
sus escritos y en su caso garantizar una adecuada conservación de estas y proceda a 
realizar el requerimiento a los propietarios y comprobar su ejecución. 
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4. RECORDAMOS EL DEBER LEGAL de dar acceso a la información ambiental solicitada por 
la persona titular de la queja, de conformidad con lo recogido en la Ley 27/2006, de 18 de 
julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación pública 
y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente. 

Según la ley que regula esta institución, las Administraciones a las que van dirigidas nuestras 
consideraciones están obligadas a enviarnos, en el plazo máximo de un mes, un informe donde 
manifiesten si aceptan estas consideraciones. Si las aceptan, deberán indicar las medidas que van 
a adoptar para cumplirlas. Si no las aceptan, deberán justificar su respuesta. 
 
Finalmente, esta Resolución se notificará a todas las partes y se publicará en 
www.elsindic.com/actuaciones. 
 

 
Ángel Luna González 

Síndic de Greuges de la Comunitat Valenciana 
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